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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Roque Arregui. 


MIEMBROS: Señores Representantes Rodolfo Caram, Walter De León, Juan Carlos Ferrero y Juan 
Manuel Garino Gruss. 


DELEGADA 
DE SECTOR: Señora Representante Norma Griego. 


ASISTEN: Señores Representantes Pablo D. Abdala y Nicolás Ortiz. 


INVITADOS: — Señores integrantes del Consejo de Educación Secundaria, Directora General, Inspectora 
profesora Pilar Ubilla; Consejeros arquitecto Fernando Tomeo y profesor Daniel Guasco; 
asesora legal, doctora Marcia Collazo, y encargado de la Dirección Jurídica, doctor Pablo 
Hernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arregui).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En el día de ayer recibí un mensaje del señor Director General del Consejo de Educación Inicial y Primaria, 
maestro Oscar Gómez, cuya concurrencia estaba prevista para el día de hoy a la Comisión, y me expresaba 
que había tenido un accidente con fractura expuesta, por lo cual no podría asistir a la Comisión y solicitaba 
las disculpas correspondientes. Los demás Consejeros entendieron que no correspondía que ellos vinieran sin 
el Director General, pero manifestaron su total voluntad de concurrir en la fecha más cercana posible. Por esa 
razón, no podremos recibir en el día de hoy al Consejo de Educación Inicial y Primaria. Tendremos que 
resolver cuándo haremos efectiva la invitación. 


Varios diputados del Partido Nacional han hecho un planteo por escrito, referido a una solicitud de 
convocatoria del Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y del señor Ministro de Educación y 
Cultura. 


(Se lee) 


(Se autoriza al señor Representante Abdala a hacer uso de la palabra) 


SEÑOR ABDALA.- Agradezco a la Comisión por habilitarme la posibilidad de intervenir, en la medida 
en que no soy formalmente miembro de ella ni tampoco delegado de sector. 


Nosotros promovimos esta instancia en consulta y en acuerdo, naturalmente, con los compañeros que 
integran la Comisión de Educación y Cultura en representación del Partido Nacional: los señores Diputados 
Caram y Mañana. Entre todos hicimos las consultas con los distintos coordinadores de bancada de nuestro 
Partido y llegamos a una posición de consenso en el ámbito partidario que define un planteamiento del 
Partido Nacional, que es el que se acaba de formalizar en el ámbito de la Comisión de Educación y Cultura. 


Los hechos son por todos conocidos. Creo que los fundamentos de estas dos invitaciones que se promueven 
al ámbito de la Comisión de Educación y Cultura tanto en la persona del Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación como en la del señor Ministro de Educación y Cultura, están por lo menos 
resumidamente expresados en la nota que acaba de leerse. Simplemente queremos agregar que la entidad del 
episodio que, a nuestro juicio, deviene tanto de la sustancia de las afirmaciones hechas públicas por el señor 
Fiscal en los últimos días como de la relevancia institucional que la Fiscalía de Corte y el Ministerio Público 
en general tienen en el sistema institucional, y en particular en lo que se refiere a la administración de 
justicia, justifica que el Parlamento reciba una aclaración por parte de los protagonistas: el Fiscal de Corte, 
que es quien ha realizado esta suerte de denuncia así se la podría catalogar, a los efectos de que ratifique o 
precise su alcance, y el señor Ministro de Educación y Cultura que, en representación del Poder Ejecutivo, es 
quien ejerce la titularidad del Ministerio que por razones de materia se vincula con el Ministerio Público. 


Por esa razón, hemos hecho este planteamiento y la Comisión será, como corresponde, la que resuelva los 
pasos que se deban dar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A nivel del Frente Amplio ya hemos hecho las consultas pertinentes y estamos 
en condiciones de tomar resolución. 


Entiendo que las convocatorias deben hacerse en instancias distintas, es decir, que primero concurra el Fiscal 
de Corte para ver si ratifica esas supuestas indebidas presiones. En ese caso, debemos conocer cuáles son los 
aspectos concretos que plantea el Fiscal de Corte para que el señor Ministro tenga el tiempo necesario para 
responder. Incluso, esto alcanzaría el período anterior, con lo cual el actual Ministro quizás necesite hacer 
algunas consultas. 


Por eso propongo aprobar la solicitud del señor Diputado Abdala y convocar, si es posible para el próximo 
miércoles, al Fiscal de Corte. El día 15 comienza el receso, pero tenemos dos posibilidades para salvar esa 
situación: solicitar al plenario la autorización para que la Comisión de Educación y Cultura pueda sesionar en 
forma extraordinaria ese día o como otras veces se ha hecho durante todo el receso. De lo contrario, este 
asunto estaría pasando para el mes de marzo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- El Ministerio de Educación y Cultura tiene un montón de funciones que 
no son propiamente de educación, como es el caso de la Fiscalía. El Reglamento nos acota los temas que 
tenemos que tratar en la Comisión de Educación y Cultura y puede que este asunto corresponda a la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Reglamento establece que los cometidos de la Comisión de Educación y 
Cultura son los siguientes: “Educación; asuntos históricos; asuntos de orden cultural en general; 
fomento de la ilustración; cultura física; problemas de la niñez y de la adolescencia”. 


Estos son los cometidos específicos, pero también es cierto que esta Comisión es la que cumple la función de 
contacto permanente con el Ministerio de Educación y Cultura. No creo que haya inconvenientes en hacer 
estas convocatorias. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido, entiendo que la Comisión de Educación y Cultura es la 
contrapartida parlamentaria de la distribución de competencias en el gabinete en lo que respecta 
específicamente al Ministerio de Educación y Cultura. Por algo, además, tiene el mismo nombre. 
Parece lógico que por una cuestión que hace a la competencia del Ministerio de Educación y Cultura, 
sea a la Comisión de Educación y Cultura adonde se lo convoque, sin perjuicio de que se lo pueda 
convocar a otra Comisión. 


Es cierto y eso forma parte de otro debate que el Ministerio de Educación y Cultura tiene una competencia 
exageradamente amplia, pero también es verdad que esto es parte de ella, y tanto lo es que, inclusive, con el 
Ministro de Educación y Cultura, en el ámbito de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, 
estuvimos discutiendo sobre temas vinculados al Ministerio Público y, precisamente, sobre asuntos que 
tienen que ver con la creación de Fiscalías, de cargos de Secretarios, de cargos administrativos, para la 
dotación del Ministerio Público y de la Fiscalía de Corte. Creo que se vincula con lo que decía el señor 
Diputado Garino Gruss, es decir, con un aspecto que hace a ese gran bolsón que es el Ministerio de 
Educación y Cultura desde el punto de vista de la función pública. Pero así son las cosas, y nos ha parecido 
transparente desde el punto de vista del procedimiento y que es lo que corresponde desde el punto de vista 
formal convocar al Ministro a la Comisión de Educación y Cultura. 


Por otra parte, el señor Ministro de Educación y Cultura ha asumido competencia en este asunto. No ha 
rehuido la respuesta a las preguntas que se le han formulado con relación a este episodio porque ya 
públicamente se ha expresado, con la prudencia que lo caracteriza, en el sentido de que va a hacer contactos 
con relación a estos hechos tanto con el doctor Ubiría como con otros actores del Poder Ejecutivo que han 
sido mencionados y que ahora no viene al caso traer a colación con relación a este tema que vamos a analizar 
en la Comisión. 


De manera que, por todas estas razones, me parece sensato y creo que con esto no estamos violando el 
Reglamento proceder a esta invitación. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Yo no firmé la convocatoria, pero quiero saber si los proponentes han 
considerado solicitar la comparecencia del doctor Cánepa que está involucrado directamente en los 
hechos, según las afirmaciones del señor Fiscal. 


SEÑOR ABDALA.- Si bien el Prosecretario de la Presidencia fue mencionado y está en el recorte de 
prensa que acaba de ser distribuido por parte del doctor Ubiría, eso forma parte, en todo caso, de un 
rumor convertido en versión que, entre otras cosas como expresaba el señor Presidente, sería bueno 
que el doctor Ubiría en su comparecencia ratificara o desmintiera. En ese momento, la Comisión no 
nosotros debería evaluar si es conveniente cursar algún otro tipo de invitación. Pero creo que ahora 
sería adelantarnos un poco a los hechos, y nosotros hemos querido ser muy prudentes, incluso por la 
delicadeza del tema y por las derivaciones institucionales que eventualmente puede llegar a tener. Por 
eso, nos ha parecido correcto este camino, compartiendo lo que expresaba el señor Presidente de la 
Comisión: que primero quien se ha expresado públicamente ratifique y defina el alcance de sus 
afirmaciones y que después responda el Poder Ejecutivo representado por quien objetivamente 
corresponde que, seguimos insistiendo, antes que nadie es el señor Ministro de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la solicitud. 


(Se vota) 
——— Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si los señores Diputados están de acuerdo, hacemos un intermedio hasta la hora 11, que es cuando está 
prevista la presencia de las autoridades del Consejo de Educación Secundaria. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 11. 

(Es la hora 10 y 32) 

(Asiste una delegación del Consejo de Educación Secundaria) 

——— La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir a una delegación del Consejo de 
Educación Secundaria integrada por su Directora General, Inspectora profesora Pilar Ubilla; por los 


Consejeros, arquitecto Fernando Tomeo y profesor Daniel Guasco; por la asesora legal, doctora Marcia 
Collazo, y por el encargado de la Dirección Jurídica, doctor Pablo Hernández. 


Les agradecemos su presencia en este ámbito a los efectos de tratar el tema relativo a un sumario realizado a 
la Directora del Liceo N* 62 de la ciudad de Montevideo. Esta fue una solicitud formulada en este ámbito por 
el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA.- Les doy la bienvenida a las autoridades del Consejo de Educación Secundaria; les 
agradezco por haber comparecido con la prontitud con la que lo han hecho. 


Como el señor Presidente de la Comisión lo adelantó, queremos proponer el análisis y solicitar información a 
las autoridades aquí presentes sobre un tema que nos ha preocupado sobremanera y que tiene que ver con la 
situación de la ex Directora del Liceo N” 62, cuya destitución ya fue solicitada formalmente al CODICEN 
por parte del Consejo de Educación Secundaria. Esto se ha llevado a cabo en condiciones que a nosotros nos 
han llamado poderosamente la atención, por lo cual tuvimos la iniciativa de generar esta instancia. Lo 
hacemos porque nos preocupa la situación específica de un docente en este caso, de la ex Directora de un 
liceo, la profesora Simoff, pero sobre todo porque, en la medida en que llegaran a confirmarse nuestras 
dudas, nos preocuparía algo más grave: los criterios o la forma como las autoridades del Consejo de 
Educación Secundaria aplican la ley, llevan adelante determinados procedimientos administrativos y, al 
mismo tiempo, administran lo que se supone son los derechos funcionales y las garantías que el 
ordenamiento jurídico otorga a todos los ciudadanos, en este caso concreto, a docentes y no docentes de la 
Administración Nacional de Educación Pública. 


La resolución del 26 de agosto de 2010 concluye con la propuesta de destitución de la profesora Simoff. 
Después de haberla leído y releído, después de haber visto los antecedentes y de haber analizado los distintos 
y abundantes informes jurídicos que obran en el expediente, concluimos que, a nuestro juicio, es una 
resolución absolutamente infundada. No advertimos en absoluto proporción o relación entre las afirmaciones 
contenidas en los resultandos y considerandos y la conclusión de enorme gravedad que, precisamente, 
implica solicitar la destitución de esta funcionaria. 


No quiero hacer afirmaciones categóricas y contundentes porque aún no he escuchado a las autoridades, pero 
sí advierto que, si mis dudas se llegaran a confirmar, estaríamos ante una decisión de las que en derecho 
administrativo se conocen como dictadas por mera arbitrariedad y este acto administrativo se podría 
configurar como dictado -hablo en condicional porque reitero que quiero escuchar a las autoridades- con 
desviación de poder. 


Los considerandos de esta resolución hacen referencia a antecedentes históricos que normalmente son, o bien 
denuncias que terminaron en nada, o bien movilizaciones de docentes o de estudiantes con relación a 
determinadas circunstancias históricas, muchas veces en contra de esta Directora que, por supuesto, son 
totalmente legítimas salvo alguna; la ocupación del año 2008 fue absolutamente ilegítima. En aquel entonces, 
nosotros cuestionamos a las autoridades de la época porque toleraron la ocupación de un centro de 
enseñanza, a nuestro juicio, algo absolutamente ilegal; sin embargo, se llevó adelante. De todas maneras, el 
ordenamiento jurídico admite que en el régimen democrático los ciudadanos hagamos movilizaciones y 
manifestaciones y, por supuesto, es factible que se lleven adelante. Ahora; por sí mismas no demuestran o 
confirman irregularidad alguna o falta grave por parte de ningún funcionario; simplemente son 
manifestaciones. 


El considerando 13 de la resolución concluye en que hubo falta grave de parte de la Directora Simoff; sin 
embargo, no dice cuál es. Reitero, se basa simplemente en consideraciones subjetivas que como queda 
probado en el expediente, aunque fueran unánimes, en sí mismas no confirman ninguna irregularidad 
administrativa; sabemos surge del expediente que, en todo caso, reflejan la opinión de una parte, de algunos 
de los docentes y funcionarios, fundamentalmente del turno vespertino del Liceo N” 62. Hay opiniones 
absolutamente contradictorias a estas de un grupo, tal vez mayor, de padres, de docentes y de adscriptos del 
Liceo N* 62. 


Lo que me parece que tiene mucho más peso que todo lo que hemos dicho hasta este momento es lo que 
surge del expediente. En materia administrativa y en lo que concierne a los procedimientos administrativos, a 
las investigaciones, a los sumarios, se supone que es lo que las autoridades deben tomar como fundamento 
para adoptar las decisiones que entiendan corresponde desde el punto de vista administrativo. En este sentido, 
a través del tiempo se realizaron tres procedimientos: una investigación administrativa, que dio lugar al 
informe de un funcionario instructor y a un informe de la asesoría letrada; un sumario, que dio lugar a un 


informe de otro instructor distinto y a otro informe del asesor letrado, y una ampliación sumarial, donde 
interviene un tercer funcionario instructor, que dio lugar a un tercer informe de la asesoría letrada. Ninguno 
de ellos concluye o recomienda al Consejo de Educación Secundaria lo que este dispuso. Es decir que hubo 
seis pronunciamientos de tres instructores y de tres asesores letrados que descartan irregularidades desde ese 
punto de vista y que, además, sí plantean dudas en el relacionamiento, pero en una situación de ida y vuelta; 
en todo caso, si en algún momento hubo dificultades en el relacionamiento, ello no fue exclusivamente según 
quienes investigaron o intervinieron en estos procedimientos responsabilidad o culpa de la profesora Simoff, 
sino que, muchas veces, fue imputable según surge de los informes a la existencia de funcionarios en gran 
medida autónomos, docentes habituados a tomar decisiones por sí mismos. 


Más adelante también se dice que la mayoría de los docentes y funcionarios no se plegaron a las denuncias 
contra la Dirección ni a la ocupación; esto lo sostienen los abogados sumariantes y quienes tuvieron a su 
cargo la instrucción. 


Es verdad que en alguna de estas instancias se sugiere una suspensión para la profesora Simoff, pero por 
razones totalmente distintas a las que, en todo caso, invoca o pretende invocar, a nuestro juicio, el Consejo de 
Educación Secundaria a la hora de promover esta destitución. Supuestamente, esa suspensión que, por otra 
parte, es leve porque es por sesenta días; es de las sanciones más leves que surgen en la escala vigente y es la 
que recomiendan los sumariantes no tiene vinculación directa con la resolución del 26 de agosto, sino con 
dificultades en la implementación de un plan piloto que en aquel momento se impulsaba a nivel de 
determinados liceos perdonen la falta de rigor técnico porque en estos aspectos no somos especialistas, entre 
ellos, el Liceo N* 62. Curiosamente, lo que se le imputaría a la profesora Simoff en esa circunstancia es no 
haber actuado con más firmeza y no haber puesto límites frente a determinadas situaciones imperantes en el 
ámbito del centro educativo. Es decir que hubo razones totalmente diferentes a las que llevaron a 
determinados docentes y adscriptos según tengo entendido, un pequeño grupo del turno vespertino del liceo, 
que después, por supuesto, fue recogido por el sindicato a promover todas estas instancias que se llevaron 
adelante y que, aparentemente, han tenido eco en la resolución del Consejo de Educación Secundaria. 


Hay más elementos, argumentos o antecedentes que querría que se me explicaran, que reafirman nuestras 
dudas. Por ejemplo, después de los informes sumariales, el Consejo de Educación Secundaria designó a una 
Junta de Inspectores para evaluar la conducta o los antecedentes de esta profesora. Esa Junta de Inspectores 
nunca se reunió, nunca se constituyó. Supuestamente, por lo que dice el propio Consejo de Educación 
Secundaria, la razón fue que uno de los Inspectores se excusó de actuar. Me llama poderosamente la atención 
que se designe a una Junta de Inspectores que nunca llega a funcionar y que la excusa sea que uno de los 
Inspectores no estaba en condiciones de asumir esa tarea. Supongo que eso se remedia muy fácilmente; me 
imagino que será muy sencillo designar a otro Inspector o integrar nuevamente la Junta para que, en 
definitiva, el Consejo de Educación Secundaria pueda contar con esa opinión que oportunamente requirió. 
Esa opinión nunca llegó y llama mucho la atención tiene que ver con la falta de fundamentos, a nuestro 
juicio, de esta resolución que se incluya ese antecedente en los resultandos de la resolución del 26 de agosto 
como una conclusión que en algún sentido abona a lo que el Consejo de Educación Secundaria está por 
resolver, cuando en realidad no abona nada o diría que abona todo lo contrario, porque, precisamente, en tal 
caso, fue una prueba que se frustró. Llama mucho la atención que el Consejo de Educación Secundaria no 
haya tomado medidas, antes o después, para evitar, precisamente, esa frustración y también que a raíz de la 
investigación administrativa original los abogados intervinientes y los instructores hayan recomendado la 
apertura del sumario, solo para la profesora Simoff y no para seis funcionarios más, los tres docentes y los 
tres adscriptos a los que estaba haciendo referencia, es decir, para siete funcionarios. Sin embargo, el sumario 
se le hizo solo a la profesora Simoff. Esto es algo que también nos ha parecido, por lo menos, sorprendente y 
bastante curioso. Sobre eso también queremos una explicación de parte de las autoridades aquí presentes. 


Para ir terminando por supuesto que tengo más elementos pero los reservo para después, pero, quiero plantear 
las aristas más sobresalientes de todo esto, otra cosa que me llamó mucho la atención es que el 26 de agosto 
se adoptó esa resolución que estoy comentando que, reitero, entendemos no está debidamente fundada y que 
su conclusión no tiene relación con su motivación y, después de que el Consejo de Educación Secundaria 
supuestamente llegó a la conclusión de que esta funcionaria debía ser destituida, hace pocos días resolvió 
abrir una nueva investigación sobre alguien que se supone que está en vías de destitución. Según la 
información que poseo, el expediente N* 3/8547/2010 dispone una nueva investigación, que se le encargó al 
doctor Caprio. Esto sucede ahora, después de dos años de actuación administrativa y después de haber 
adoptado la decisión de destituirla por eso digo que parece bastante curioso por una supuesta sanción que a 


esta funcionaria se le habría aplicado en abril de 2005 que, según tengo entendido, nunca existió. Su 
conclusión será ello surgirá de la investigación que, efectivamente, esa sanción no fue tal, pero aunque lo 
fuera, supongo que poca cosa agregaría a lo que resulta, a nuestro juicio, una recomendación de destitución 
que parece, por lo menos, desproporcionada. 


Estas eran las consultas que queríamos hacer. Agradezco al señor Presidente por la oportunidad de plantearlas 
y a las autoridades por venir a contestar y a aclarar lo que sea necesario 


Pido disculpas por haberme extendido, pero me parecía bueno dejar planteadas todas las dudas de antemano 
así podemos escuchar con tranquilidad y con tiempo a las autoridades aquí presentes. 


SEÑORA UBILLA.- Agradezco que se haya planteado la globalidad de temas porque ello va a facilitar 
el planteo de la información requerida. 


Quiero empezar por ubicar, hasta temporalmente, la situación de la profesora Simoff. Este problema se 
suscita en el año 2008 y se inicia una investigación administrativa, tal cual lo prevé el Estatuto, en la cual el 
Consejo de Educación Secundaria anterior clausura lo correspondiente a los cuatro profesores y a los dos 
adscriptos. Una vez clausurada una investigación, no corresponde legal ni éticamente que sea reabierta. Lo 
que quedó abierto fue el caso de Simoff. Por esa causa, cuando asume este Consejo encuentra solamente una 
parte de ese primer proceso en situación de tomar resolución. Sin embargo, eso deja claro que no hubo una 
actuación personalizada, sino que se inició una investigación que integra al conjunto de las personas 
involucradas en los hechos del liceo, pero obviamente, al estar clausurado uno de los aspectos, hay que 
respetar la resolución tomada. 


Por otra parte, nos parece bien importante aclarar que lo que hace el Consejo en estos casos es, simplemente, 
una propuesta de destitución. La resolución final, con todos los obrados y con todos los elementos, 
corresponde al CODICEN. Entendemos que esa propuesta se ha hecho cumpliendo con todas las garantías 
procesales, respetando la Constitución, las leyes y las reglamentaciones internas que, en el caso de la 
educación, tienen algunas características especiales. La función de un Director o de una Directora implica 
responsabilidades importantes con relación a la conducción del centro educativo, que a veces trascienden las 
de otros actores educativos. 


Por otro lado, en el caso de la profesora Simoff nos encontrábamos con una reiteración de problemas y de 
falta de investigaciones tal como fue detallado, que para nosotros significaba una acumulación de dificultades 
en su gestión de tal magnitud que nos sigue pareciendo que no está en condiciones de ejercer la Dirección del 
liceo. Había una acumulación de situaciones problemáticas desde el año 2003 en adelante por diversos 
factores que en todos los casos la involucraban. Todo eso consta en actas y se puede leer si es necesario. En 
ese sentido, nosotros ejercimos la autonomía técnica, o sea la consideración de cuál es el rol o el perfil de un 
Director, y propusimos al CODICEN la destitución. 


Por otra parte, los informes a que hacía referencia el señor Diputado no descartan en ningún momento que 
haya responsabilidades e irregularidades y en todos los casos se sugieren sanciones: en un caso de sesenta 
días y en otro de ciento ochenta. El tema es que el ejercicio de la docencia y la conducción de un liceo hacen 
sumamente complejo trabajar desde ese lugar, es decir, establecer suspensiones y no entender que el sujeto de 
la educación es el estudiante y que la reiteración de este tipo de problemáticas, en última instancia, hace a la 
calidad educativa. Desde ese lugar y desde el punto de vista técnico fue que hicimos esta propuesta al 
CODICEN. 


El hecho de que figuren argumentos distintos en el expediente habla de la transparencia. No creemos que 
solamente haya que incorporar los argumentos que favorecen la decisión. La transparencia obliga a poner a 
disposición de quienes corresponda en este caso al CODICEN, que es el que tomará la decisión el conjunto 
de elementos necesarios para una definición. Si bien en la última investigación administrativa aparece el 
nombre Simoff, no tiene que ver con este caso en particular sino que se debe a otro hecho que, si es 
necesario, en otro momento explicaremos. 


SEÑORA COLLAZO.- En realidad, poco tengo que agregar. Simplemente, suscribo lo que acaba de 
decir la Directora General del Consejo de Educación Secundaria. 


Efectivamente, creo que hubo transparencia y, además, se respetaron en todo momento las garantías del 
debido proceso. Esto es algo que debe ser remarcado en un Estado de derecho. La Directora Simoff contó 
siempre con la oportunidad procesal administrativa de presentar sus descargos, de que le fueran notificadas 
todas las actuaciones y se le diera la vista correspondiente. 


La transparencia que hubo en esto ha sido muy particular porque, si bien en toda investigación administrativa 
hay que hacer un relevamiento de declaraciones, en este caso el del liceo N” 62 se recabaron nada menos que 
setenta declaraciones, lo cual es significativo. También se tuvieron en cuenta todas las opiniones y todas las 
visiones sobre el problema. Igualmente, hay que destacar que, así como la Constitución nos otorga la 
autonomía técnica en materia educativa, dentro del estricto marco del cumplimiento y ciñéndonos a la 
Constitución y a la ley hay una autonomía que indica cuáles son las especificidades en materia educativa para 
evaluar y ponderar hasta dónde podemos permitir determinados actos en un Director liceal o en cualquier 
funcionario público docente y hasta dónde no podemos seguirlos permitiendo. 


Es decir que la fundamentación de la propuesta que, como tal, no causa lesión alguna al funcionario, no le 
perjudica ni varía su situación funcional, sin embargo, está fundada en todo lo que acabo de decir. 


Es todo lo que tengo para agregar. 


SEÑOR GUASCO.- Siempre es un gusto estar aquí aunque no es muy grato venir por este tipo de 
situaciones. Sería mejor venir por el Presupuesto u otros aspectos que tiene que ver con lo educativo o 
pedagógico. Estuve leyendo las metas educativas para 2021 y sería realmente interesante armar un 
debate en torno a ello y a otros planes y programas que existen. 


Hoy el tema que nos trae es concreto y fue muy bien centrado por el señor Diputado y por la Directora 
General y la Prosecretaria, pero quiero referirme a dos aspectos. 


En primer lugar, tengo aquí la versión taquigráfica y una versión de prensa del viernes 12 de noviembre del 
diario “El País” que no ha sido desmentida, que habla de una cantidad de arbitrariedades, de desviación de 
poder, de presiones sindicales y de motivaciones de tipo político. Al respecto, quiero dejar bien claro que no 
hay ninguna persecución política, futbolística, ideológica ni religiosa. No sabemos si la persona involucrada 
en este lamentable hecho es católica, atea o protestante; o si es de Nacional, de Peñarol o del glorioso 
Defensor. Queremos descartar cualquier posibilidad en ese sentido. Tenemos una trayectoria en Secundaria 
con algunos momentos de “vacaciones” de 38 años, con 19 años de Director en diferentes momentos 
políticos e históricos de la educación uruguaya y no hemos tenido ningún tipo de problemas con nadie porque 
hemos obrado como corresponde. En ese sentido, no estoy de acuerdo con ese planteo de presiones políticas. 
Lo digo por mí y por los compañeros del Consejo. No sabemos de qué color es esa persona, y si me cruzo 
con ella la saludo pero no la reconozco porque no la he visto muchas veces. 


También descarto las desviaciones de poder o las presiones sindicales por una razón sencilla: el sindicato se 
enteró de esto cuando nos pidió una entrevista y dijimos que no porque veníamos aquí y además teníamos la 
evaluación PISA. 


Desde el punto de vista del análisis surgen muchos elementos objetivos y otros muy subjetivos. Nosotros 
hicimos hincapié fundamentalmente en cómo se desarrollan en un liceo las políticas educativas y las 
actividades en sus diferentes dimensiones: de gestión, organizativa, de vínculo con los padres, alumnos y 
funcionarios docentes y no docentes, todo lo cual fue vulnerado durante muchos años por la Directora en 
cuestión. La no resolución en otras circunstancias de un modo más drástico de las situaciones por ella creadas 
a partir de 2003 en el Liceo N* 13 dio lugar con el tiempo a los hechos conocidos de la niña que recibió un 
balazo. Antes había estado en el Liceo de La Paz, donde hubo problemas, y después en el Liceo N* 62. 
Quiere decir que este es un tema reiterado. Más que lo formal, para nosotros es fundamental seguir los pasos 
del debido proceso y lo hicimos. Fíjense que esto está desde 2008, pasó el año 2009 y lo tomamos en 2010 
porque creíamos que era una situación de total injusticia la indefinición con una persona que no sabía qué le 
iba a pasar. Así fue que decidimos analizar muy bien los expedientes. 


El informe de jurídica es un elemento muy importante pero hay otros fundamentales. Nos consta que, 
además, ese informe siguió todos los pasos correspondientes pero se creó una situación que llegaba al límite 
de que la Directora, que a través de un concurso había demostrado su capacidad para dirigir un liceo y que 


durante un tiempo lo hizo, fue perdiendo el perfil necesario para el cargo. Ese perfil se pierde cuando las 
dimensiones fundamentales, organizativas y de gestión, las que tienen que ver con la convivencia dentro y 
fuera del liceo, las comunitarias y de relacionamiento con los padres como consta a partir del año 2003, 
cuando comienzan las investigaciones sumariales colapsan cuando ella se traslada al Liceo N* 62. Si bien 
nosotros tomamos esto a partir de lo ocurrido en el Liceo N * 62, sin duda alguna consideramos que la 
situación se venía arrastrando y que fue muy mal tratada en las anteriores oportunidades, en las que se 
debieron tomar otras medidas. Nos dejaron este regalito y nosotros tratamos de resolverlo de la mejor 
manera, atendiendo aspectos que para nosotros son fundamentales: los que tienen que ver con la vida de un 
liceo y con el vínculo entre los actores. Tenemos documentado desde 2003 aunque ocurrió desde antes cómo 
eso fue vulnerado o violentado por la Directora y explotó en situaciones que no queríamos en el año 2008. 


También nos encontramos con una situación peculiar que quiero señalar: los informes de los Inspectores 
interventores no estaban en el expediente, lo cual nos obligó a realizar una investigación administrativa. 
Tampoco se había confeccionado el informe anual de 2008 de la Directora. Investigamos las razones y nos 
dijeron que la Inspectora Jefa por requerimiento de Dirección General en aquel momento decidió no realizar 
el informe. Seguramente, a nosotros eso nos hubiera dado un elemento importante. La posibilidad de hacerlo 
existe pero implica una vuelta atrás que puede tener visos legales, por lo que no corresponde hacerlo. 


Esta es una primera aproximación. El señor Diputado planteó otras interrogantes que tienen su valor pero 
quiero dejar claro que nuestro fundamento se orienta a cuestiones de política educativa y cómo se desarrolla 
el perfil docente para dirigir un liceo. En un liceo hay varias responsabilidades, pero la mayor la tiene el 
Director. El Consejo no va a llamar al profesor de Biología ni al adscripto si pasa algo dentro del liceo; 
siempre llama al Director, cuya figura debe ser revalorizada. La tenemos que redimensionar y empujar para 
adelante para salir de esta “trancada” histórica que tiene la educación media uruguaya. 


No solo tenemos este caso sino que hay otros que vamos a resolver de acuerdo con su dimensión, su contexto 
y sus características. Puede haber otras situaciones como esta que se vienen arrastrando en el tiempo y que 
también recibimos de años anteriores. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- La doctora Collazo señaló los puntos primordiales pero quiero agregar algo. 


La última investigación que señalaba el señor Diputado no refiere a la Directora Simoff ni a sanciones 
anteriores sino al por qué de determinados hechos. Por ejemplo, refiere a por qué un informe inspectivo no se 
realizó y el informe de dos Inspectoras que fueron interventoras no se agregó a los elementos sumariales. En 
este momento el Instructor Caprio está tratando de investigar las causas por las que esos documentos no 
llegaron a los expedientes principales. 


Quiero señalar que, como encargado de la División Jurídica, estuve en todo el proceso pero solo participé en 
el informe letrado inicial vinculado a la investigación administrativa que se hizo en primer término en el que, 
con independencia técnica, intervinieron seis profesionales. Modestamente, desde nuestra División 
entendemos que eso también es una garantía, porque ningún profesional va a ir con ideas preconcebidas. 
Tratamos especialmente de que se abriera el espectro para que varios profesionales dieran garantías. Por 
supuesto, todos los elementos vinculados a notificaciones y vistas fueron atendidos en todos sus términos 
pero en el primer informe nosotros señalamos, dentro de nuestra independencia técnica, una visión de los 
hechos que se habían investigado en el Liceo N* 62. Y si bien señalamos la existencia de otras situaciones 
que fueron posteriormente clausuradas por el anterior Consejo, también expresamos y este es el principio de 
nuestro informe que la mayor responsabilidad es de la Directora Simoff y propusimos el sumario. También 
planteamos otras medidas que el Consejo, dentro de su autonomía, entendió que no correspondían. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me satisfacen las explicaciones brindadas en cuanto a la forma en que se ha 
actuado y los principios en los que se han basado para dar las garantías correspondientes. Estoy de 
acuerdo en que el perfil de un Director debe ser tenido muy en cuenta al momento de considerar la 
permanencia en el cargo y en la función. Sin embargo, quienes no conocemos del punto concreto 
quisiéramos conocer cuáles son los hechos concretos que están en discusión. Hemos visto cómo se ha 
llevado el proceso en general, las garantías que se han dado, pero me interesaría saber qué es lo que 
está en juego allí, que hace que el perfil de esta persona no sea el más adecuado para desempeñar la 
función. 


SEÑOR ABDALA.- Yo creo que la pregunta es absolutamente pertinente. Es la que me vengo haciendo 
desde que he tomado contacto con este asunto. Las explicaciones de las autoridades que agradezco 
profundamente porque, además, entiendo que han venido a decir la verdad de los hechos, a mi juicio, 
demuestran que no se ha actuado de acuerdo a derecho. 


Puedo llegar a admitir que esta es una situación en parte heredada. Ustedes dijeron que cuando asumieron ya 
estaba clausurada la investigación administrativa y solo había un sumario en marcha para uno de los siete 
funcionarios que la investigación recomendó se instruyera. Esto puede liberar de responsabilidad en ese 
aspecto a la actual conducción, pero no deja de ser un perjuicio grave que, a nuestro juicio, cometió la 
Administración, que es una sola el Consejo de Secundaria es uno solo, más allá de la alternancia de los 
distintos Directorios o de las distintas conducciones, de la misma forma que cuando se afirma livianamente 
que la prueba de la Junta de Inspectores era importante pero no se pudo hacer y ahora no podemos volver 
atrás porque jurídicamente eso es impracticable. ¿Qué quiere decir eso? Creo que es al revés. ¿En lugar de 
volver atrás, por qué se siguió adelante, cuando el propio Consejo de Secundaria entendió necesario tener una 
opinión complementaria de una Junta de Inspectores que nunca se reunió? Es responsabilidad del Consejo de 
Secundaria que no se haya reunido, que fue el que mandó integrarla, y los Inspectores tienen la obligación de 
integrarla y de cumplir con la misión que el Consejo les encomendó. Y si hay alguno que tiene derecho a 
excusarse, lo hará, pero entonces hay que designar a otro y no poner después, en el “Resultando” de la 
resolución, que la Junta de Inspectores no se pudo reunir pero igualmente se va a destituir a la funcionaria 
imputada. Hay cosas que pueden decirse con eufemismos, pero que en el fondo, a mi juicio, representan 
circunstancias preocupantes. 


El debido proceso no es una mera formalidad; implica las garantías procesales, pero también tiene un 
componente sustancial porque, si no, sería muy fácil ser arbitrario con forma de cumplidor de las normas y 
del derecho procesal: “Doy vista al funcionario indagado, tomo declaraciones, encargo a un abogado 
instructor que haga su informe, pido a la asesoría letrada que se pronuncie sobre el mismo y después hago lo 
que quiero”, que aparentemente es lo que ha ocurrido aquí. Y eso ha quedado dicho y asumido hoy por el 
Consejo de Secundaria: ninguno de los seis informes llegó a irregularidad alguna y, en todo caso, 
recomiendan otra cosa distinta, por otros hechos que son los que motivan la resolución. A mi juicio, esto es 
grave y delicado, y creo que va más allá de la autonomía de gestión y técnica que corresponde al Consejo de 
Educación Secundaria. Sin duda, a este Consejo le corresponde toda la autonomía técnica para resolver si la 
señora Simoff, o cualquier otro docente, debe ser Directora del Liceo N* 62 o de cualquier otro. Y nosotros 
deberíamos respetar porque a ellos les corresponde la política que determinen la asignación de esa 
responsabilidad o el traslado de un funcionario. Ahora, de ahí a la destitución hay un paso enorme. Y en este 
caso, yendo a la sustancia de los hechos, la supuesta actitud conflictiva de la profesora Simoff, quisiera saber 
si es suya O de la minoría de funcionarios que la han acusado con el beneplácito y el apoyo de las 
organizaciones sindicales. Porque, entre otras cosas supongo que los Consejeros de Secundaria lo habrán 
tenido en cuenta, en el expediente hay declaraciones de padres, de docentes y de funcionarios a favor de la 
Directora. Hay una carta de veinticuatro docentes y adscriptos que expresaron que la Directora no trabajaba a 
puertas cerradas y que, por el contrario, eran siempre atendidos y bien recibidos por la Dirección. Entonces, 
¿quién es conflictivo? ¿Y a juicio de quién? Me parece que acá hechos notorios no hay y, en tal caso, que a 
alguien se le ocurra que es notorio que alguien es conflictivo sin que haya pruebas en ese sentido es una 
actitud arbitraria y nosotros estamos viviendo en un sistema democrático, que debe dar garantías a todos. Yo 
voy a ratificar las declaraciones que hice en el diario “El País” en el sentido de que aquí han ocurrido, no sé 
en qué medida en esta Administración y en la anterior, presiones sindicales muy concretas. Aquí tengo 
boletines de las organizaciones sindicales de la enseñanza. El boletín informativo de ADES hace 
afirmaciones graves y presiona a las autoridades para que destituyan a la profesora Simoff. Tengo algunos del 
momento de la ocupación y otro de un año después, donde celebran la ocupación y, como aún estaba 
pendiente la destitución, piden que a la profesora se la destituya rápidamente. Para mí esto es una presión 
sindical. ¿Cómo no? Y respecto a motivaciones de tipo político, debo decir que la presión sindical, por 
definición, implica una connotación de carácter político, de política sindical. Tal vez no tenga que ver con el 
partido al que pertenece o que vota la profesora Simoff, que es irrelevante, pero ahí hay una presión sindical 
que, a mi juicio, puede tener y seguramente tiene motivaciones de carácter político. 


Así que, por lo menos para mí, esta discusión está casi concluida, salvo que se aporte algún elemento nuevo. 


Repito que agradezco la honestidad a las autoridades, porque no me han aportado ningún elemento nuevo y, 
aunque eso es desgraciado desde algún punto de vista, por lo pronto me parece que confirma que las dudas 


tenían asidero y que las autoridades han sido honestas en cuanto a cuáles han sido las razones que las han 
llevado a tomar esta decisión que no compartimos, que consideramos desarreglada a derecho y está en los 
umbrales de constituir un acto arbitrario y de desviación de poder. Lo digo con absoluta conciencia de lo que 
estoy diciendo y con absoluta convicción. Para eso estamos los parlamentarios, para juzgar en los que nos 
atañe, con respeto, como corresponde, el actuar de la Administración. Y el Consejo de Educación Secundaria, 
más allá de la importante misión que le está reservada, o tal vez por eso mismo, más que nadie o como pocos, 
debe ser muy celoso en el cumplimiento de la aplicación del derecho en todos los casos y también a la hora 
de dar las garantías funcionales. 


SEÑORA UBILLA.- En ningún momento este Consejo planteó que había aceptado presiones sindicales 
ni de ningún tipo. Aclaro esto porque este Consejo, como todos los que ejercemos funciones públicas, 
obviamente, recibimos presiones de todo tipo. En este caso, hemos intentado mantener la objetividad y 
respetar nuestra autonomía técnica, que es cierto que a veces tiene un carácter difícil de comprender. 


Para que quede claro cuáles son los hechos objetivos desde 2003 en adelante, voy a dar lectura a algunos 
documentos: 


“Expediente 3/14103/03.- (...) Certificado Emergencia Médica. Atención a alumno José Pérez por 
traumatismo al ser agredido en el Liceo el día 28.10.03 (hechos que motivaron, entre otros, la inv. Adm 
aludida (...)”, que es la primera investigación. 


Continúo con el año 2003. “Denuncia de varios alumnos contra la Directora Simoff, falta de respeto a 
estudiantes, omisión de funciones, doble discurso, falta de coherencia, humillación a estudiantes de baja 
condición social, mala voluntad de diálogo, exaltado personalismo y actitud represiva hacia todas las partes, 
mal relacionamiento. Solicitan la inmediata renuncia o destitución (...). Acta de Inspección de Institutos y 
Liceos. Comparecen 5 padres que hacen denuncias de que docentes y alumnos trabajan en condiciones 
inhumanas, escasa higiene, chapas de dolmenit, se quejan de la actitud negativa de la Directora. (...) Informe 
de la Insp. Infanzón (...)”. 


Acá quiero aclarar que la Junta de Inspectores no es preceptiva a los efectos del proceso. Por lo tanto, si bien 
vamos a hacer igualmente la investigación administrativa, continuamos el proceso. 


La Inspectora Infanzón dice: “(...) el liceo trabaja en situación de total abandono, invadidos por ratas. La 
inspectora entiende que sus reclamos son legítimos y que hay omisiones del equipo de dirección y del 
sistema (...). Sugiere reorientar el estilo de gestión de la dirección, entre otras. (...) Denuncia de padres de 
APAL contra la Directora Simoff. Ha interpuesto obstáculos y dificultades sistemáticas a cualquier iniciativa 
de la APAL y de toda otra autoridad que demuestre actitud no sumisa. Traspasa los fondos del Liceo a una 
cuenta de Secundaria y no informó de ello a la APAL (...)”. Este es un dato bien importante. El Liceo N* 13 
ganó un dinero en un concurso. Los estudiantes y la APAL habían resuelto destinar esos fondos a un 
polideportivo, pero la Directora entendió que no se usaría con esos fines y lo traspasó a Secundaria. Ese fue 
uno de los grandes conflictos que tuvo con la APAL, con los estudiantes y con los docentes. 


Continúo leyendo: “Se evidencia claro conflicto de relaciones humanas (...)”. Vuelve a haber exigencia de 
cambio de Dirección por parte de la APAL. Hay paro de estudiantes y de docentes. La Directora no está 
presente en el Liceo durante las situaciones de paro y malestar estudiantil; cuando los padres concurren no se 
encuentra, no los recibe. 


SEÑORA COLLAZO.- Quiero aclarar que cuando leemos fragmentos de expedientes donde se expresa 
“la APAL exige” o “los alumnos exigen”, obviamente, sabemos que ni la APAL ni los alumnos pueden 
exigir, en el sentido literal del término, que se remueva un funcionario público. Simplemente, estamos 
actuando con la transparencia debida, notificando a los señores legisladores qué es lo que decían en su 
momento esas denuncias, pero esto no quiere decir que estemos convalidando determinadas 
expresiones. 


SEÑORA UBILLA.- Estamos ubicando el tema en el contexto histórico y social del momento: hubo 
una acumulación de problemas permanentes con toda la comunidad educativa. 


El informe de la Inspectora Juana Delgado dice así: “Los argumentos que expone la Directora no justifican, a 
criterio de la suscrita, las omisiones y faltas de responsabilidad en su gestión, fuertemente cuestionada. 
Cuando se aceptan cargos de Dirección se sabe que las obligaciones que ello implica son muchas y que las 
responsabilidades no se pueden delegar, tampoco culpar a otros de la gestión no satisfactoria que se lleva 
adelante, la falta de coordinación y de orientaciones que todo Director debe tener con su equipo”. 


Luego, hay varias denuncias de madres, de padres, de estudiantes. También hay una carta de la propia 
Directora Simoff dirigida a Carbonell, denunciando la actitud de la Subdirectora, Nélida Rodríguez, por 
asuntos de horarios de la Subdirección, que también implicaron una dificultad en el equipo de Dirección. Hay 
un informe jurídico de las denuncias contra la Directora, que si bien no se pudieron probar, en el informe N* 
215 se establece: “No resultaron probadas las causales, pero se constatan irregularidades en el 
funcionamiento del Liceo 13, que tienen como principal responsable a la Directora Simoff. Se sugiere 
sumario a Simoff”. También tenemos el informe de la Inspectora Hilda Surraco en el mismo sentido. A la 
profesora Simoff se le aplica una observación escrita por no respetar las jerarquías del sistema. 


Estos son los antecedentes. Están los informes jurídicos correspondientes y hay más. Se ha dicho que los 
“Considerandos” no tienen razón de ser. Por lo tanto voy a leer algunos. Dicen así: “1. Que la Directora 
Simoff ha sido objeto de múltiples denuncias anteriores por irregularidades ocurridas en los servicios a su 
cargo; que las mismas originaron en su momento las correspondientes investigaciones administrativas y no 
concluyeron en sumarios contra la Directora; 2. Que no obstante, desde el punto de vista estrictamente 
técnico pedagógico no puede soslayarse que de dichas denuncias se desprenden múltiples y continuos 
problemas funcionales, vinculares y de gestión que nunca se solucionaron sino que, lejos de ello, se reiteran 
en el tiempo, evidenciando cada vez mayor magnitud, causando severos perjuicios al sistema educativo y 
atentando contra los fines, cometidos y objetivos de la educación, plasmados en la normativa vigente; 3. Que 
desde esa específica dimensión técnico pedagógica debe señalarse la existencia de denuncias de varios 
alumnos, docentes y padres contra la Directora Simoff, invocando falta de respeto a estudiantes, omisión de 
funciones, doble discurso, falta de coherencia, humillación a estudiantes de baja condición social, mala 
voluntad de diálogo, exaltado personalismo y actitud represiva hacia todas las partes, y solicitan la inmediata 
renuncia o destitución de la misma”. 


Además de esto, hubo continuas movilizaciones de los docentes y de los padres, permanentes visitas de los 
padres al Consejo, que hay que atender y dar respuesta. Con fecha 4 de julio de 2004, la Inspectora Juana 
Delgado informa y solicita también una investigación. 


En cuanto al objeto del sumario, del expediente se desprende que “la Directora habría incurrido en omisión 
respecto a la conducta exigible a todo funcionario público, así como en varios aspectos puntuales y 
específicos del perfil de su cargo (...)'*, en el sentido ““(...) que ha incurrido en actitudes reñidas con algunos 
de los deberes funcionales de su cargo (...)', puesto que 'el perfil del cargo de Director... implica el deber de 
dirigir el centro mediante una acción integradora y participativa... propiciar las buenas relaciones humanas... 
definir problemas y proponer alternativas' (...); que la directora Simoff 'no dio cabal cumplimiento al perfil de 
su cargo, en su integralidad"; que 'existió por parte de la directora Simoff falta de claridad, de firmeza en la 
toma de decisiones, de apertura al diálogo' (...); que 'las irregularidades constatadas que se le imputan a la 
Sra. Simoff, se centran en el mal ejercicio de la dirección liceal, dado que en el contexto de mal 
relacionamiento con parte del personal subordinado, perdió en situaciones concretas la objetividad e 
imparcialidad necesarias en el ejercicio de su cargo... incurrió en omisión directa por no ejercicio de la 


nc 


autoridad, al no adoptar las medidas disciplinarias previstas en la normativa"”. 


El considerando 13. dice: “Que se ha producido, en suma, grave falta en el proceder de la sumariada” esto es 
lo que informa el Consejo “repercutiendo severamente su actitud en la comunidad educativa y en particular 
en los estudiantes; que en tal sentido es necesario precisar que el rol del Director liceal es fundamental en el 
buen cumplimiento de los objetivos y cometidos de la educación (...)”. 


Por esto, el Consejo de Educación Secundaria solicita al CODICEN que se destituya a la profesora Simoff. 


SEÑOR GUASCO.- En primer lugar, rechazo en forma enfática la acusación de que recibimos 
presiones sindicales, por ser totalmente infundada. Reitero lo que dije en la anterior intervención: este 
Consejo tiene suficiente personalidad, arraigo en la educación secundaria y en la educación media en 
general como para no sufrir este tipo de presiones. 


Los artículos que menciona el señor Diputado son de 2008 y 2009. Nosotros asumimos en junio de 2010 y no 
hay nada dicho o escrito sobre este tema por parte de ningún sindicato de Montevideo o del interior. Así que 
yo reitero mi rechazo a esa acusación; en este caso, ya tiene ese rango. 


Por otra parte, siempre hay dos visiones en estos temas. Me voy a referir a las dos que hay en el liceo, que las 
hay como en todos los liceos. Hay quienes ven el rigor y la falta de diálogo como una virtud del poder y de la 
dirección de un liceo, teniendo en cuenta que el Liceo N* 62 es complejo desde el punto de vista del 
alumnado. Hay otra visión que considera que se tiene que trabajar con un perfil distinto. 


El señor Presidente preguntaba en qué consiste el perfil y cómo se desarrolla en una institución educativa. El 
perfil para el cargo se desarrolla en la actividad, que supone desde el comienzo de los cursos la programación 
y la calificación de las actividades, incluyendo las más mínimas de evaluación como son las reuniones de 
profesores, y las más importantes como son las clases que se dictan. Eso tiene que estar planificado; en esto 
consiste el desarrollo del perfil en la propia actividad. 


Un segundo aspecto está relacionado con los ámbitos de actividad y de trabajo de desarrollo del rol docente y 
de la Dirección, que abarca diferentes dimensiones: la dimensión organizativa, la dimensión administrativa 
ambas tienen que ver con la gestión, la dimensión de las relaciones laborales tiene que ver con los 
funcionarios docentes y no docentes, etcétera, y la dimensión de los vínculos académicos y de desarrollo de 
planes y programas. En el caso concreto del Liceo N* 62, se trata de un programa PIU; más adelante voy a 
leer los informes de las Inspectoras interventoras con respecto a esto. También abarca el seguimiento de los 
proyectos que exista, así como el vínculo comunitario ya que, como saben bien, la Ley General de Educación 
aprobada por el Parlamento nos obliga a generar un vínculo comunitario mucho más estrecho e importante 
que el que teníamos, tal como se está haciendo, en el que están involucrados los padres. Luego tenemos lo 
más importante en una institución educativa, que es la convivencia sobre todo el respeto a los alumnos, el 
trabajo con ellos, su participación, porque es el objetivo fundamental de la educación y del desarrollo 
institucional de un centro educativo, llámese liceo o escuela. 


Las consecuencias de no cumplir con estos rasgos y con las dimensiones que tienen que ver con el perfil son 
clarísimas y fue lo que fundamentalmente valoramos, como quedó expresado aquí. Se vulneran derechos; no 
se resuelven las situaciones conflictivas; la convivencia se transforma no en una virtud sino en un problema, 
y lo administrativo y la gestión se resienten enormemente. 


Cuando asumimos, aún no se había integrado la Junta de Inspectores que estaba constituida por tres 
Inspectores. Era una Junta que iba a analizar algunos aspectos que nosotros considerábamos que no debían 
ser analizados; incluso, estaba facultada para pedir pericias a la Directora. Nosotros preferimos recibir los 
informes que no estaban y las palabras de las dos Directoras interventoras y de una psicóloga. En ese sentido, 
hicimos mucho hincapié en lo que ellas nos mencionaron, entre otros aspectos. 


Quiero leer algunos de los comentarios de las Inspectoras, que constan en los informes que tenemos en 
nuestro poder. 


Por ejemplo, en una parte se dice: “El grupo docente PIU está integrado por 8 tutores y 2 docentes 
referentes.- cada docente estaba atendiendo a 3 alumnos por grupo; [...]”. El PIU es el Programa de Impulso a 
la Universalización del Ciclo Básico. Tiene diferentes características y se aplica en 72 o 78 liceos; si el nuevo 
Presupuesto lo permite, se pondrá en práctica en algunos más. 


El informe sigue diciendo: “[...] había escasa asistencia de estudiantes a clases de apoyo, si bien existían 
registros primarios en manos de Adscripción que contenían aproximadamente 100 alumnos derivados; [...]”. 
Reitero que había tres alumnos por grupo. 


Continúa: “[...] no existían controles de la tarea docente en la mayoría de los casos; preocupaba el servicio de 
alimentación; no existían registros de alumnos beneficiarios ni en Dirección ni por parte de la cantina liceal 
que brindaba el servicio [...]”. Este fue un gran problema porque supuso una investigación sobre dónde 
estaban los dineros destinados a la alimentación de los alumnos del Programa PIU. 


Sigue: “El rol de referentes ejercido por dos profesoras, aparecía como difuso y surgieron reclamos de mayor 
claridad en la función.- Los espacios donde realizar los apoyos y/o brindar alimentación no aparecían 
delimitados. Alumnos y docentes no sabían dónde realizarían sus tareas cada día”. 


El informe continúa, pero voy a ser selectivo. 


El título “Dimensión prospectiva.- Análisis y fundamentación para las sugerencias.- 'Hacia la construcción de 
un espacio liceal más acogedor y protegido, autogestionado y en evolución'"* nos da una idea de lo 
absolutamente deteriorado que estaba el nivel de relacionamiento en el liceo y de control de lo que allí 
sucedía. 


Este documento dice: “Líneas de acción generales sugeridas.- 1. A partir de este tiempo de trabajo 
entendemos que es importante desestructurar una lógica institucional ya explicitada que no aporta al 
desarrollo de aprendizajes potentes en los alumnos ni a la socialización de los mismos. Siguiendo con esta 
línea de pensamiento el nuevo equipo directivo” la Dirección de ese liceo asumió en 2010 porque hasta fines 
de 2009 estuvo intervenido por las dos Inspectoras “debe darle continuidad a lo trabajado y producido en 
torno a la refundación del centro” ¡refundación!; ¡esto es terrible! “entre ello, la instalación de la Mesa de 
Trabajo y las instancias de participación de docentes y estudiantes”. 


Sigue hablando de la estructura organizativa, de cómo estaba el liceo. Se pueden imaginar cómo sería la 
situación si se plantea la refundación del centro. 


Finalmente, señala: “1) En tanto se entiende que es un Centro que alberga un número de estudiantes que 
supera las condiciones subjetivas para ser parte de este desde los estudiantes, en tanto se genera la vivencia 
de la masividad y la posibilidad de dar respuesta por parte de los docentes, se sugiere bajar el número de dos 
grupos por turnos y disminuir el número de alumnado por grupo (no más de 30). [...] 2) Sería conveniente 
que los estudiantes no tuvieran más de tres asignaturas por día, para lo cual sería importante trabajar con 
módulos de las asignaturas”. 


Culmina con una serie de apreciaciones que son valoraciones subjetivas de la inspección pero que nosotros 
consideramos muy importantes. 


SEÑOR ABDALA.- Sin perjuicio de lo que dispongan los miembros de la Comisión o las autoridades 
del Consejo de Educación Secundaria, para ir cerrando esta convocatoria quiero formular un par de 
comentarios finales porque me parece que, a esta altura, estamos dando vueltas sobre lo mismo. No 
han surgido argumentos nuevos o circunstancias que ya no hubiéramos percibido. Veníamos con esa 
expectativa, pero no han aparecido. 


Vuelvo muy brevemente sobre lo de la Junta de Inspectores, y que me perdone el profesor Guasco. El 
resultando de la resolución dice que se designó una Junta de Inspectores leo textualmente “para realizar una 
declaración expresa de si la Directora Simoff es apta o no para el ejercicio de la función directiva”. 


Quiere decir que, en ese momento, no el Consejo anterior sino este, el que está recomendando la destitución, 
no estaba seguro si la Directora Simoff era apta o no para el ejercicio de la función directiva. Que no lo fuera 
tampoco implica que deba ser destituida pero, si en tal caso, ese fuera el argumento para fundamentar la 
destitución, está claro que en el mismo momento de recomendarla por lo menos no estaban seguros. Si no, 
¿para qué piden que se conforme una Junta de Inspectores y actúe en consecuencia? Aquí el Consejo de 
Educación Secundaria no dice que desestima esa prueba, que ha cambiado de criterio o que ya no es 
importante tener la opinión de la Junta de Inspectores. No; dice que la designaron para que hiciera un estudio 
y declarara la aptitud o no de la Directora Simoff. Presumo que, hasta ese momento, era un extremo que no 
estaba determinado, porque por algo lo dispusieron. De manera que creo que no debe desestimarse ese 
argumento porque me parece un antecedente importante. 


La Directora General, la profesora Ubilla, leyó varios considerandos de la resolución y me parece que eso 
confirma lo que inicialmente planteamos. La destitución de la profesora Simoff que se solicita, a mi juicio, 
pretende apoyarse en un basamento muy débil, porque se constituye y se compone de valoraciones 
subjetivas, afirmaciones de carácter general, denuncias y movilizaciones de los colectivos vinculados a la 
enseñanza. Lo dijo la Directora y consta en la resolución. Eso es lo que a mí me lleva a pensar en el concepto 
de las presiones sindicales, y discúlpeseme si esto genera irritación o molestia. No es un ataque de carácter 
personal; es una valoración objetiva. Yo advierto que se llega a una destitución porque los sindicatos lo 
exigen y, al momento de fundarla, los argumentos son la movilización de los estudiantes, el paro de los 
docentes, la denuncia de las asambleas de padres, esas son organizaciones gremiales, sindicales que, por 


supuesto, son actores fundamentales, pero no a la hora de las probanzas en el expediente ni de fundar desde 
el punto de vista jurídico las resoluciones, más allá de la aclaración que creo que muy a tiempo realizó la 
doctora Collazo que me parece que lo que hace, precisamente, es confirmar nuestra visión en cuanto a que 
esos no son elementos sustantivos que funden un pedido de destitución. Lo digo francamente. 


Se hace mención al contexto histórico, pero ¿de cuándo? Del año 2003, cuando ocurrieron movilizaciones o 
denuncias de estas características e investigaciones que terminaron en nada, ni siquiera en sumarios lo dice el 
considerando 1 que acaba de leer la profesora Ubilla y menos en sanciones. Entonces, después de siete años, 
como hay que buscar una salida a esta situación después de los episodios de 2008 el año 2003 no es el año 
2008, cuando se ocupa el Liceo N* 62 cuya dirección hacía pocos meses había asumido la profesora Simoff y 
los sindicatos empiezan con la presión perdónenme la expresión; no encuentro otra y con la exigencia y el 
reclamo de que la Directora Simoff tiene que caer, para que caiga, nos retrotraemos a episodios de 2003 que 
no dieron lugar a nada. Tanto es así que la Administración anterior encargó a la profesora Simoff la 
conducción del Liceo N* 62. Si aquellos episodios de 2003 hubieran sido tan graves como para que siete años 
después vengan a fundamentar la destitución, uno no se explica cómo no la fundaron en aquel momento ni 
cómo después, pasados los años, incluso con una Administración del mismo signo político de la actual más 
allá de que fuera el Consejo anterior se le encargara la conducción y la dirección de un liceo tan complejo 
como el N* 62 como decía el profesor Guasco a la profesora Simoff. 


Repito que agradezco mucho a las autoridades, pero para mí, al menos por hoy, esta discusión está terminada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy correcta la actitud del Consejo de Educación Secundaria en 
cuanto a no evadir la responsabilidad en un tema tan delicado como este. En momentos en los cuales 
desde distintos ámbitos de la sociedad y también desde el propio Parlamento se manifiesta la 
preocupación por obtener resultados concretos en el sistema educativo en cuanto a cobertura, pero 
también de calidad de la educación, evidentemente que para poder lograr esos resultados se necesita 
que los centros educativos funcionen correctamente. En ese sentido, cuántas veces se ha expresado a 
nivel de todos los partidos la necesidad de que existe un sentimiento de pertenencia en los alumnos y en 
los docentes para que se logren resultados correctos en un clima de convivencia educativa y 
pedagógica. Eso implica que cada uno asuma su rol: el alumno, el docente, el padre, el Director y, en 
ese sentido, este tiene la capacidad de construir o de destruir el clima adecuado. 


Yo desconocía en detalle la situación, pero por lo que aquí se ha expresado veo que no se generaba el clima 
adecuado. Por supuesto, como no tengo los expedientes en la mano ni conozco completamente los hechos 
concretos y puntuales, no estoy en condiciones de valorar con exactitud qué corresponde hacer, pero quiero 
destacar la labor del Consejo de Educación Secundaria, porque no ha escurrido el bulto, lo que habría 
significado no cumplir con lo que la sociedad uruguaya quiere, que es una educación de calidad. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Agradezco la comparecencia de las autoridades del Consejo de Educación 
Primaria. Si bien es bueno que hayan venido a instancias de la inquietud de un legislador, seguramente 
haya reclamos por otra vía institucional. 


Al igual que el señor Presidente, no he tenido acceso a los expedientes que aquí se han citado y, por lo tanto, 
no puedo opinar mucho del tema. De todos modos, me parece que había un clima medio raro que, como decía 
el señor Presidente, no era el mejor. 


Se ha repetido reiteradamente la palabra “denuncias”. Tal vez por ser abogado, veo que muchas veces hay 
una confusión, incluso en la opinión pública, con respecto a lo que significa la denuncia, que no implica 
ningún tipo de procesamiento o de situación laudada. Por ejemplo, si yo siento animosidad hacia una persona 
la puedo denunciar, puedo decir que hizo tal cosa, etcétera. La denuncia genera una contradicción entre una y 
otra parte, y dentro del debido proceso se exponen los argumentos de una parte y de otra, pero las denuncias 
pueden quedar en la nada. Eso no implica una culpa en lo más mínimo. Cualquiera puede hacer una denuncia 
sobre cualquier cosa. Llama poderosamente la atención el gran número de denuncias que ha habido, pero eso 
también es síntoma de un enrarecimiento del clima. Ni siquiera el cúmulo de denuncias implica por sí mismo 
una culpabilidad. 


Se han mencionado las marchas. Yo he participado en alguna que otra marcha, en alguna que otra 
concentración y me he dirigido con otros a alguna autoridad para reclamar algo, pero nunca me fue bien. 
Nunca logré lo que pretendía. No estoy haciendo una demonización de las marchas, pero de por sí tampoco 
suponen ningún elemento de culpabilidad o de responsabilidad de la profesora Simoff. 


Incluso, se habló del desvío de algún dinero. La profesora Ubilla mencionó todas las faltas que había tenido y 
se refirió a un premio en dinero que tenía un destino y se usó para otro. Tal vez esas cuestiones hayan 
atentado contra ese clima de tranquilidad y armonía que debe haber en un centro educativo, pero no sé si eso 
amerita una destitución. 


También se mencionó la aparición de algún roedor; lo mismo me sucedió alguna vez en mi casa. 


No leí el expediente administrativo, pero me voy con más dudas. Tal vez tenga que preocuparme por hacerme 
de los expedientes administrativos, pero me parece que hay otro tipo de instancias complementarias y más 
determinantes que esta para asumir o no responsabilidades, para saber si se respetó o no el debido proceso, 
para saber si la destitución fue acorde o no a derecho. 


Por último, quiero manifestar una duda que quizás me puedan aclarar. ¿Cuál es la situación actual de la 
profesora Simoff? 


SEÑORA UBILLA.- Ella fue separada del cargo de Dirección del Liceo N* 62 y actualmente cumple su 
horario, cobrando el salario de Directora, en la biblioteca de la Inspección. El traslado de Simoff fue 
por una sanción; no fue un traslado por la positiva el departamento de jurídica se mantiene a pesar de 
que cambian los Consejos sino para tratar de que, estando en otro lugar, mejore el clima que se estaba 
generando. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Me gustaría abordar otros temas; tengo muchos más para plantear, 
aprovechando que nos visita el Consejo de Educación Secundaria, como las pruebas PISA que se 
mencionaron hoy, sobre las que tengo inquietudes que trasladar. 


SEÑOR CARAM.- Creo que es la oportunidad más propicia para plantear un tema que sobrevuela en 
el ambiente que es el del concurso de Secretarios para los liceos. 


La Comisión ha tratado el tema y ha recibido a distintas delegaciones para referirse a eso, como a las 
autoridades del CODICEN, por lo que nos gustaría saber qué novedades hay al respecto. 


SEÑORA UBILLA.- El concurso continúa; los tribunales están terminando la corrección y, por ahora, 
la situación está incambiada. 


Si les interesa, podemos informar más en detalle sobre los pasos que se han dado y las situaciones que se han 
generado. Nuestra expectativa es poder fallar antes de fin de año. Hay que recordar que hacía treinta y cinco 
años que en el Consejo de Educación Secundaria no había concursos para personal administrativo, es decir 
que fue un logro muy importante haber generado esos cargos en el Período anterior. Hay dos tipos de 
concursantes: quienes quieren recurrir y quienes quieren, a toda costa, continuar. Lo que nosotros hemos 
resuelto es la continuidad de la corrección y, a partir de allí, se tomarán las decisiones correspondientes. 


Es importante destacar que si no se llenan esos cargos se perderán los cargos, por razones de culminación de 
etapas. Eso sería verdaderamente un problema serio para el funcionamiento del sistema. 


Hasta aquí puedo informar sin ningún material preparado para ello. Supongo que la pregunta va en la línea de 
si se suspendió o no el concurso, por lo que respondo que, por el momento, no. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- ¿Qué me pueden decir de las pruebas PISA? 


SEÑORA UBILLA.- Las pruebas PISA se presentaron hoy en la mañana y nos tuvimos que retirar 
antes de culminar la presentación para venir aquí. 


Yo estoy totalmente abierta a hablar de las pruebas PISA, pero solicito que nos den un tiempito para, por lo 
menos, leerlas y poder hacer una interpretación más colectiva y no solo personal. El Consejo todavía no ha 
tenido ninguna instancia colectiva para poder analizar este asunto. En principio, puedo decir que se trata de 
pruebas muy importantes por lo que no creo que corresponda brindar impresiones sin efectuar un análisis 
serio al respecto. 


El país se ha comprometido en eso y, si nos dan un tiempo, podremos hacer una valoración colectiva sobre 
eso. Más que valoraciones individuales, correspondería que el Consejo las estudie con la seriedad que 


merecen y haga una valoración colectiva. En este momento, el CODICEN está en una conferencia de prensa 
brindando algunos elementos, sobre todo en la línea de propuestas para adelante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura les agradece su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


